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“2025, Año de la Innovación y el Fortalecimiento Educativo”.
TOCA 45/2024/SS-1

EXP. 98/2023-2 

RECURSO DE APELACIÓN: **********/2024/SS-1.
JUICIO CONTENCIOSO: **********/2023/2.
ACTOR Y RECURRENTE: **********
AUTORIDAD DEMANDADA: ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ (INTERAPAS).
MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.

SECRETARIA: TERESA DE JESÚS MOLINA AGUIÑAGA.

San Luis Potosí, San Luis Potosí, veinticuatro de marzo de dos mil veinticinco. 
V I S T O S para resolver los autos del toca **********/2024/SS-1, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el veintisiete de mayo de dos mil veinticuatro, por **********en su carácter de autorizado de la persona moral actora **********en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en contra de la resolución de doce de marzo de dos mil veinticuatro, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo **********; turnado a ésta Sala Superior el treinta siguiente, mediante  oficio **********, signado por la Magistrada de dicha Sala Unitaria; y,
R E S U L T A N D O
I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la legalidad y validez del acto impugnado, consistente en el oficios ********** de fecha 13 de octubre de 2022.

...”
II.- Inconforme con la referida determinación, **********, con el carácter antes referido, interpuso recurso de apelación mediante escrito presentado el veintisiete de mayo de dos mil veinticuatro, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en esta Sala Superior el treinta siguiente; atendiendo a que por auto de veintiocho de mayo del año continuo anterior
, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior la apelación con los autos del expediente **********.**********
III.- En auto de tres de junio de dos mil veinticuatro
, se recibió el escrito de mérito, se admitió a trámite la apelación bajo el consecutivo **********/2024/SS-1, se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de mérito a la autoridad demandada, Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), para que en el término de tres días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniere.

IV. El diecisiete de junio de dos mil veinticuatro,
 se recibió oficio signado por **********, en su carácter de Directora Jurídica del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), por medio del cual desahogo la vista ordenada en el acuerdo de admisión, respecto al recurso de apelación interpuesto por la parte actora y con fundamento en lo dispuesto por el último párrafo del artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado,
 se citó para resolver el presente recurso de apelación.
CONSIDERANDO
PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer de los recursos de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II, 23 fracción V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una resolución definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal.

SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la Litis en segunda instancia, se considera necesario la transcripción de los artículos 152, 153 y 156, todos del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, aplicable en la época de los hechos sometidos a esta Alzada.

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; 
(Vigente hasta el dieciocho de septiembre de dos mil veinticuatro).
III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingreso s estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a: 

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su rec
epción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
. 
Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 
Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 
En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 
Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.
En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal. 
Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.
Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO. Legitimación
. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata de ********** autorizado de la persona moral actora **********personalidad que le fue reconocida en el juicio de origen, en auto de veintiuno de marzo de dos mil veintitrés
.

CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el primer párrafo del artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, toda vez que la sentencia recurrida le fue notificada a la parte actora el seis de mayo de dos mil veinticuatro, por lo que dicha notificación surtió efectos el siete siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del ocho al veintinueve de mayo del año pasado; en ese lapso no deben contar los días once, doce, dieciocho, diecinueve, veinticinco y veintiséis de mayo, por haber sido inhábiles (sábados y domingos), así como el diez de mayo del año en curso, por haberse suspendido las labores de este Órgano Jurisdiccional con motivo del Día de la Madre, respectivamente, conforme al artículo 15
 Código Procesal Administrativo Para el Estado de San Luis Potosí y el Calendario Oficial de Labores del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí para el año dos mil veinticuatro; por lo que, si el recurso de apelación se presentó el veintisiete de mayo de dos mil veinticuatro, se patentiza se interpuso con la debida oportunidad.

QUINTO. Procedencia. Ahora bien, previo a entrar al estudio de los motivos de agravio expresados por la apelante se analizará si el recurso en cuestión cumple con el requisito de procedencia, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que ésta Sala procede a realizar un análisis oficioso.
Como se explicará a continuación, ésta Sala Superior estima que el recurso de apelación interpuesto por ********** autorizado de la persona moral actora ********** es procedente, por las siguientes consideraciones. 
Marco normativo.
En el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, aplicable al caso en concreto de conformidad con el segundo transitorio del decreto de reforma a dicho artículo, publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí el dieciocho de septiembre de dos mil veinticuatro
, que se transcribe a continuación, se determinan los casos en que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, son apelables:

 “Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

Del precepto legal que antecede, se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo, está sujeta a cuatro supuestos que contempla la norma; a saber, cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el juicio por sus características especiales se considere de importancia y trascendencia, en el caso de que la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; en contra de resoluciones dictadas por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre y cuando se refiera a interpretación de normas generales, competencia, violaciones procesales y resoluciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado.

En este sentido, del análisis realizado a las constancias que remite la Sala de origen, se advierte que en sentencia de doce de marzo de dos mil veinticuatro, se declaró la legalidad y validez del acto impugnado, consistente en el oficio **********, "Invitación para ponerse al corriente", expedido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, (INTERAPAS), por un supuesto adeudo por concepto de prestación de servicio de agua y/o drenaje y/o tratamiento por un monto total de $810,598.70 (ochocientos diez mil quinientos noventa y ocho pesos 70/100 M.N.). 

De lo anterior se advierte, que este asunto es de cuantía determinada; es decir, por el monto al cual se condenó a la autoridad demandada, el cual asciende al anteriormente señalado.

Por su parte, el artículo 152, fracción I, del Código Procesal de la materia, establece como requisito de procedencia, para los asuntos de cuantía determinada, como en el caso, que ésta exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad y Medida de Actualización vigente al momento de la emisión de la sentencia.

Luego, la sentencia que aquí se recurre se emitió el doce de marzo de dos mil veinticuatro, por lo que de una consulta a la página del Instituto Nacional de Estadística y Geografía
, se advierte que en dicha data, el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización ascendía a $108.57 (ciento ocho 57/100 moneda nacional).

Así las cosas, si se toma en consideración que el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización asciende a $108.57 (ciento ocho 57/100 moneda nacional), multiplicado por mil quinientos, en razón de que acorde a lo dispuesto por la fracción I, del artículo 152 del Código Procesal Administrativo del Estado, la cuantía debe exceder de mil quinientas veces el valor diario de la UMA, para la procedencia de la apelación-, arroja el total de $162,855.00 (ciento sesenta y dos mil ochocientos cincuenta y cinco pesos 00/100 moneda nacional).
Lo anterior se refleja de la siguiente forma:

Valor diario UMA 2024: $108.57
Operación: 108.57 x 1500= $162,855.00
En esta tesitura, si la cuantía determinada, en el juicio contencioso en trato asciende a un total de $810,598.70 (ochocientos diez mil quinientos noventa y ocho pesos 70/100 M.N.), respecto del oficio **********, "Invitación para ponerse al corriente", expedido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, (INTERAPAS), por un supuesto adeudo por concepto de prestación de servicio de agua y/o drenaje y/o tratamiento, resulta superior a la requerida por la fracción I, del referido numeral 152, la cual dispone que debe exceder de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la resolución de sentencia, es decir superior a $162,855.00 (ciento sesenta y dos mil ochocientos cincuenta y cinco pesos 00/100 moneda nacional).
De lo anterior se advierte, que el recurso intentado por la autoridad demandada resulta procedente en atención a que el monto de la litis rebasa el que establece la fracción I, del multicitado artículo 152 del Código Procesal de la materia.

SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. 

Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.

SÉPTIMO. Antecedentes. Previo a entrar al estudio de los agravios, se procede a realizar una síntesis de los datos que antecedieron al dictado de la resolución recurrida.
a). Por escrito recibido en la oficialía de partes de este Tribunal el treinta y uno de enero de dos mil veintitrés, **********, en su carácter de apoderado legal de ********** promovió demanda
 de juicio contencioso administrativo en contra del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, (INTERAPAS), por el acto que hizo consistir en:
“El cobro contenido en el oficio No. **********, fechado el 13 de octubre de 2022, en el cual contiene una “Invitación para ponerse al Corriente”, expedido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro De San Pedro, San Luis Potosí y Soledad De Graciano Sánchez (INTERAPAS), por un supuesto adeudo por concepto de prestación de servicio de agua y/o drenaje y/o tratamiento relativo a 40 meses de adeudo del contrato **********, servicio que dice mi ahora demandada se presta en el domicilio ubicado en **********. Asimismo se impugna el “Aviso de Notificación”, de fecha 19 de octubre de 2022, en el que supuestamente fue expedido con la finalidad de notificar la “Invitación para ponerse al corriente” de fecha 13 de octubre de 2022, aduciendo en el referido oficio que el adeudo era por un monto total de $810,598.70 (ochocientos diez mil quinientos noventa y ocho pesos 70/100 M.N.) por los motivos que más adelante expondré.”

Manifestando en este momento, que dichos documentos no fueron fijados en la puesta de acceso a la administración de la plaza comercial como fue asentado en el aviso de notificación de fecha 19 de octubre de 2022, si no que fueron arrojados por debajo de un local que se encontraba desocupado.”

b). Mediante auto de veintiuno de marzo dos mil veintitrés
, la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, admitió a trámite la demanda de referencia, ordenó emplazar a la autoridad demandada para que produjera su contestación; carga procesal que en acuerdo de dos de mayo de dos mil veintitrés
, tuvo por cumplida en tiempo y forma. 

c). El catorce de septiembre de dos mil veintitrés
, se llevó a cabo la audiencia de ley que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se desahogaron las pruebas ofrecidas y admitidas por las partes y se citó para resolver el juicio contencioso administrativo **********/2023-2.

d). Mediante sentencia de doce de marzo de dos mil veinticuatro
, la Segunda Sala Unitaria declaró la legalidad y validez del acto impugnado, consistente en el oficio **********, "Invitación para ponerse al corriente", de trece de octubre de dos mil veintidós, emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, (INTERAPAS), en el cual la autoridad demandada determina y requiere a la actora, para que realice el pago de la cantidad $810,698.70 (ochocientos diez mil seiscientos noventa y ocho pesos 70/100 MN), por concepto de “adeudo por concepto de agua y/o drenaje y/o tratamiento relativo a ochenta meses de adeudo. 
Resolución la anterior, que constituye la materia de impugnación en el presente recurso. 
OCTAVO.- Estudio. Los agravios que hace valer el recurrente, son esencialmente fundados aunque suplidos en su deficiencia, suficientes para revocar la determinación apelada, como enseguida se verá.

Como ya se dijo, en el fallo de doce de marzo de dos mil veinticuatro, dictado en el juicio contencioso administrativo **********/2023-2, la Resolutora determinó la legalidad y validez del acto impugnado, consistente en el oficio **********, "Invitación para ponerse al corriente", de trece de octubre de dos mil veintidós, emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, (INTERAPAS), al considerar inoperantes los conceptos de impugnación de la parte actora.
En primer término, estableció que atendiendo a lo dispuesto en el artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, corresponde a los Municipios prestar ciertos servicios públicos, de entre los cuales se encuentra el relacionado con el de agua potable, alcantarillado y saneamiento.

Además, que de acuerdo con lo previsto en los artículos 105 y 141 de  la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, los municipios del Estado de San Luis Potosí, tienen la atribución de prestar los servicios públicos de agua potable, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales, por conducto de organismos paramunicipales o intermunicipales, ordenamientos legales.

En ese entendido, la Sala de origen estableció que tratándose de la zona metropolitana de San Luis Potosí, mediante Decreto 642 publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí en doce de agosto de mil novecientos noventa y seis, se creó el Organismo Intermunicipal Metropolitano denominado “INTERAPAS”, el cual, forma parte del Sistema Estatal de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento, mismo que tiene personalidad jurídica y patrimonio propio, ajustando su funcionamiento y actividades a lo establecido en las leyes, y que de acuerdo con el artículo 10 de dicho decreto, le corresponde el cobro de las cuotas y tarifas por su servicio, en términos de la Ley de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento del Estado.

Asimismo precisó, que en los artículos 56 y 57 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí, se contempla que los municipios podrán establecer tarifas para el cobro de derechos, tratándose de los servicios de agua potable; los cuales consisten en la extracción, tratamiento, conducción, suministro, uso o explotación de agua potable, conexión a la red, así como los servicios de drenaje, alcantarillado y saneamiento que presten, los cuales tienen el carácter de contribuciones en su especie de derechos, conforme al artículo 7 del  Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.

Aseveraciones que respaldo con la tesis de rubro: "SISTEMA OPERADOR DE LOS SERVICIOS DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DEL MUNICIPIO DE PUEBLA (SOAPAP). LOS INGRESOS QUE PERCIBE POR LA PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS DE AGUA POTABLE Y SANEAMIENTO CONSTITUYEN CONTRIBUCIONES EN SU MODALIDAD DE DERECHOS.”

Establecido lo anterior, la A quo analizó el contenido de los numerales 2, 3, 4, 71, 87, 91, 92, 170, 178, 178 y 188, fracción III, de la  Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, de lo que resaltó el carácter que se le atribuye a los Organismos Operadores Descentralizados como lo es el Organismo Intermunicipal Metropolitano denominado “INTERAPAS”, como autoridad para la aplicación de la normatividad en consulta; y que los adeudos a cargo de los usuarios, derivados del cobro de cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos, tienen el carácter de créditos fiscales; por lo que los actos y resoluciones tienen el carácter de actos de autoridad sujetos al principio de legalidad que se exige a toda actuación pública y respecto de los cuales, los usuarios pueden interponer los recursos y demás medios de defensa establecidos en la legislación aplicable cuando estimen que les causen alguna afectación en su esfera de derechos.
En ese orden de ideas, la Segunda Sala Unitaria destacó que en los diversos numerales 1, 23 y 24 de la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de Aguas Residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, para el ejercicio fiscal 2021, aplicable al momento en que se determinó el crédito fiscal, se desprende que los adeudos a cargo de los usuarios que se deriven del cobro de cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos, tendrán el carácter de créditos fiscales; los que una vez que hayan sido determinados por el organismo operador y no hubieran sido cubiertos o garantizados por el usuario dentro del plazo previsto en dichas disposiciones legales, será exigible su pago mediante el Procedimiento Administrativo de Ejecución.
Por lo que, la Resolutora concluyó que a través del acto impugnado, oficio **********, se constituyó un crédito fiscal, pues la autoridad demandada, determinó y requirió a la parte actora, el pago de la cantidad de $810, 698.70 (ochocientos diez mil seiscientos noventa y ocho pesos 70/100 MN), por concepto de “adeudo de agua y/o drenaje y/o tratamiento relativo a 80 meses de adeudo”. 

Además destacó, que en el artículo 4° del Código Tributario Federal se señala que son créditos fiscales los que tenga derecho a percibir el Estado o sus organismos descentralizados que provengan de contribuciones, de sus accesorios o de aprovechamientos, y que en el ordinal 18 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, se establece que crédito fiscal, es la determinación que haga en su favor la autoridad fiscal de contribuciones y/o accesorios a cargo de un contribuyente o responsable solidario y cumplida esta etapa el débito deberá pagarse por el contribuyente dentro de los plazos establecidos por la ley fiscal correspondiente; trascurrido dicho plazo, éste será exigible por las autoridades fiscales, mediante el procedimiento administrativo de ejecución, previsto en los artículos 145 del Código Fiscal de la Federación y 79 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.
Establecido lo anterior, la A quo determinó que los argumentos de disenso esgrimidos por la accionante resultaban inoperantes, pues en el oficio impugnado la autoridad demandada determinó un crédito fiscal, y que resultaba inexacta la apreciación de la actora respecto a la inexistencia del contrato **********, por considerar que solo cuenta con un diverso contrato de número **********; pues la enjuiciada manifestó que dentro de los registros de su sistema comercial existen 3 números de cuenta en el domicilio ubicado en **********, sin que exista alguna solicitud de cancelación, por lo que se encontraban vigentes, y anexó captura de pantalla de dicho sistema.
Asimismo, la Resolutora destacó que del Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales, del Tribunal y acorde con lo dispuesto en el artículo 61 del Código Procesal Administrativo para el Estado, como hecho notorio, advertía que en el diverso juicio de nulidad **********, del índice de esa misma Sala, la parte actora controvirtió el oficio **********, de trece de octubre de dos mil veintidós, relativo al contrato **********.

Por lo que concluyó, que conforme a lo anterior y a las facturas que agregó la demandante a su demanda inicial, advertía la existencia del contrato **********; sin embargo, de ello no se hacía patente la inexistencia del diverso contrato **********, máxime que la autoridad demandada refirió que dicho contrato estaba vinculado con diversos servicios prestados a la enjuiciante, quien no aporto prueba alguna a fin de demostrar la inexistencia del contrato referido; lo que respaldo con la tesis de rubro: “HECHO NOTORIO. LO CONSTITUYEN LAS RESOLUCIONES DE LOS ÓRGANOS DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL QUE SE REGISTRAN EN EL SISTEMA INTEGRAL DE SEGUIMIENTO DE EXPEDIENTES (SISE).”
Por otra parte, la Segunda Sala Unitaria estableció que no soslayaba los argumentos de la actora en cuanto a que el acto controvertido contravino lo dispuesto en los artículos 114, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 164 fracción VI y 167 del Código Procesal Administrativo para el Estado; sin embargo, resultaban inoperantes, al ser ambiguos dado que no formuló un razonamiento con el que explicara la ilegalidad aducida, sino que realizaba meras afirmaciones sin sustento o fundamento jurídico, a fin de explicar el por qué o cómo la resolución impugnada se apartaba del derecho, de modo tal que evidenciara la violación de que se duele. 

Consideración que apoyó en la tesis de rubro siguiente: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES EN EL AMPARO DIRECTO. LO SON AQUELLOS QUE, ADEMÁS DE NO CONTROVERTIR EFICAZMENTE LAS CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA RECLAMADA, SE LIMITAN A INVOCAR LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO PRO PERSONA O DEL NUEVO MODELO DE CONTROL CONSTITUCIONAL, COMO CAUSA DE PEDIR, PERO NO CUMPLEN CON LOS PARÁMETROS MÍNIMOS PARA LA EFICACIA DE ESTA SOLICITUD.”

Y en consecuencia, con fundamento en los artículos 249 y 251 del Código Procesal Administrativo del Estado, la Segunda Sala Unitaria declaró legalidad y validez del acto impugnado consistente en el oficio **********, trece de octubre de dos mil veintidós, emitida por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios  Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad De Graciano Sánchez (INTERAPAS).
Síntesis de agravios. En contra de la anterior determinación, la parte actora, ahora recurrente, esgrime en esencia los siguientes disensos.

Que la sentencia que recurre no está fundada y motivada; toda vez que, no se analizaron de fondo sus conceptos de impugnación y no se cumplió con los principios de congruencia y exhaustividad; en razón de que, no se valoraron debidamente todas las pruebas ofrecidas por su representada con las que demostró que no tiene celebrado con la demandada el contrato **********
Destacó, que la Resolutora consideró erróneamente que la existencia del contrato ********** que tiene celebrado su representada con la demandada, no hacía patente la inexistencia del diverso contrato **********, lo cual indebidamente advirtió como un hecho notorio.
Asimismo menciona, que la A quo dio credibilidad a la demandada en el sentido de que existen tres contratos celebrados con su representada, solo con tres anexos relativos a impresiones de pantalla, dejándole indebidamente la carga de la prueba a la accionante, soslayando que el que afirma está obligado a probar, por lo que la carga de la prueba recaía en el propio Organismo demandado, pues si sostuvo que existía más de un contrato en el domicilio de la actora, se encontraba obligado a exhibir los contratos de mérito para demostrar su aseveración, lo cual no sucedió, motivó por el que considera se debió resolver que la autoridad no demostró sus pretensiones y declarar la invalidez del acto impugnado. 
Por lo que insiste, que la Segunda Sala Unitaria no fue exhaustiva en razón de que realizó diversas transcripciones de fundamentos legales relacionados con las facultades y atribuciones legales del INTERAPAS para prestar el servicio y cobrar por dicha contraprestación, lo cual no fue materia de impugnación, ya que la controversia en el juicio consistió en la inexistencia del contrato **********, relativo al crédito fiscal fincado a su representada por la cantidad de $810, 698.70 (ochocientos diez mil seiscientos noventa y ocho pesos 70/100 M.N).
Señala adicionalmente, que la Sala de Origen fue omisa en valorar los argumentos que expuso en su demanda, en los que además de negar la existencia del contrato **********, y del aparato de medición correspondiente a ese contrato, tomando en consideración que los artículos 136  y 143 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, disponen que es obligación de los propietarios o poseedores por cualquier título de predios, contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y el de tratamiento de aguas residuales, siendo obligación de los Organismos la instalación de aparatos medidores para la verificación del consumo de agua del servicio público para todos los usuarios, en lugares accesibles para que el personal del prestador de servicio pueda llevar a cabo sin dificultad las lecturas de consumo.
Por lo que, a pesar de ser un hecho negativo su representada ofreció la prueba de inspección a fin de acreditar la inexistencia de la toma de agua relativa al contrato **********, misma que no fue valorada en la sentencia que aquí recurre, lo que  le genera perjuicio en la medida que resultaba idónea para demostrar los hechos de su acción, a pesar de que por ser hechos negativos correspondía a la demandada acreditar la inexistencia del contrato **********.

Por otra parte, refiere el recurrente que ha sido criterio reiterado de los Tribunales Federales que conforme a lo dispuesto por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por el primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que deben señalarse las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, disposición que resulta exigible a los actos de cobro que realizan las autoridades en materia de servicios públicos como lo constituye el suministro de agua potable y servicios conexos.
Afirma, que dichas actuaciones no podrían dejar de ser consideradas como actos de autoridad con las características propias de un acto administrativo, pues a través de ellas se efectúa el cobro de una contraprestación en la modalidad de derechos tributarios, mismos que tienen el carácter de contribuciones y respecto de los cuales los particulares si bien tienen la obligación de pago, debe realizarse conforme a las disposiciones contenidas en las leyes respectivas, particularmente respecto de la obligación constitucional y legal que tiene las autoridades de que sus actuaciones se encuentren debidamente fundadas y motivadas, consideración que apoyo en la tesis de rubro: “FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS.”
Y que, de un análisis al oficio **********, a través del cual se determinó un crédito fiscal, es incuestionable que la autoridad demandada no fundó ni motivó de manera suficiente la procedencia del cobro, atendiendo a lo establecido en los artículos 14 y 16 Constitucionales, Ley de Aguas del Estado y la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual que resulten aplicables a las actuaciones de cobro por los servicios prestados de agua y servicios conexos.
Lo anterior, pues refiere que la autoridad no indicó de qué manera arribó a las cantidades de cobro determinadas en el oficio controvertido, o que tasa o tarifa aplicó, particularmente respecto de las cantidades adeudadas, además, de que no se expuso datos como las lecturas tomadas, consumo en m3, número de medidor, tarifa, servicio, número de cuenta, que puedan identificar el servicio prestado, así como los datos del inmueble en donde se presta el servicio.

Finalmente, la parte accionante, aquí recurrente, señala que la Resolutora no hizo un estudio de las cargas probatorias a fin de acreditar la acción o excepción siendo que correspondía a la demandada demostrar con prueba idónea la existencia de un diverso contrato para así justificar la legalidad en el cobro de los adeudos que pretende, ya que como parte de si defensa señaló la existencia de diversos contratos en el mismo domicilio, circunstancia que no demostró, lo que origina que se debe tener por cierta la negativa de la existencia del multicitado contrato, que al considerar ambiguos sus conceptos de impugnación por no formular un razonamiento en el que explicara la ilegalidad del acto, la A quo perdió de vista que lo controvertido era la inexistencia del contrato y toma que justificara el cobro, lo cual no requiere de mayor explicación.

Por lo tanto afirma, que de conformidad con el artículo 156 Código Procesal Administrativo del Estado de San Luís Potosí, debe revocarse la sentencia dictada por la Resolutora y emitir otra donde se declare la ilegalidad e invalidez del acto impugnado de acuerdo con los artículos 251 y 252 de la propia ley.

Ahora bien, como inicialmente se sostuvo, los reseñados argumentos de impugnación son esencialmente fundados y conforme al artículo 156, párrafo quinto, del Código Procesal Administrativo del Estado
 en suplencia de la deficiencia de los agravios del particular apelante, resultan suficientes para revocar la determinación recurrida, en razón de las siguientes consideraciones.

En principio, se debe de establecer como bien hizo la Sala de origen que el Organismo demandado efectúa el cobro del servició de agua potable, drenaje y tratamiento, conforme a las disposiciones legales contenidas en la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí; ya que la misma regula el procedimiento que se debe de realizar para el cobro del servicio prestado, motivo por el cual dichos actos adquieren el carácter de actos de autoridad sujetos al principio de legalidad que se exige a toda actuación pública.
En complemento a lo anterior, los artículos 56 y 57 de la Ley de Hacienda para los Municipios de San Luis Potosí
, establecen que los municipios podrán determinar tarifas para el cobro de derechos tratándose de los servicios de agua potable; los cuales consisten en la extracción, tratamiento, conducción, suministro, uso o explotación de agua potable, conexión a la red, así como los servicios de drenaje, alcantarillado y saneamiento que presten; mismos que tienen el carácter de contribuciones en su especie de derechos, de acuerdo al artículo 7 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí
.
Por otra parte, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 136 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí
; es obligación de los propietarios o poseedores por cualquier título de predios edificados, no edificados -cuando existan instalaciones adecuadas- así como los propietarios o poseedores de giros mercantiles, industriales o de cualquier otra actividad, contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y el de tratamiento de aguas residuales, en su caso, en los lugares en que existan dichos servicios, y cumpliendo con los requisitos que al efecto establezcan los prestadores.

Por su parte, de conformidad con el ordinal 143, de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí
, es obligación de los Organismos prestadores –como en el caso es la demandada- la instalación de aparatos medidores para la verificación del consumo de agua del servicio público para todos los usuarios domésticos y no domésticos, en lugares accesibles para que el personal del prestador pueda llevar a cabo y sin dificultad las lecturas de consumo.
Una vez instalada la toma y hechas las conexiones respectivas, el prestador comunicará al usuario la fecha de la conexión y la apertura de su cuenta para efectos de cobro, de acuerdo con lo previsto en el artículo 146 de la multicitada ley; siendo indispensable mencionar que el servicio de agua potable será medido de conformidad con lo previsto en el diverso 143 de dicho ordenamiento legal; y en el supuesto de que no hubieren o no se hubieren instalado medidores, los pagos serán determinados por las cuotas y tarifas fijas establecidas en la ley. 
Ahora bien, en el caso que nos ocupa, la parte actora compareció a juicio como poseedora y/o propietaria del inmueble ubicado en **********, San Luis Potosí, en el cual refiere, el INTERAPAS presta el servicio público de agua potable y servicios conexos derivado del contrato de folio **********que tiene celebrado su representada con dicha autoridad; por lo que sostiene la ilegalidad de la resolución impugnada consistente en el oficio **********, de trece de octubre de dos mil veintidós, relativo al diverso contrato **********, en virtud de que los hechos en que se sustenta la determinación de la contribución, no acontecieron en la realidad, ello en virtud de que expresamente niega lisa y llanamente la existencia de dicho contrato folio **********
En ese sentido, del oficio **********, de trece de octubre de dos mil veintidós, relativo al contrato **********,**********emitido por el Director de Comercialización del Organismo Operador Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, se desprende se determinó y requirió a la parte actora, el pago de la cantidad de $810, 698.70 (ochocientos diez mil seiscientos noventa y ocho pesos 70/100 MN), por concepto de “adeudo de agua y/o drenaje y/o tratamiento relativo a 80 meses de adeudo”, el cual se plasma a continuación: 
DIGITALIZACIÓN DE DOCUMENTO.
Del acto impugnado, se desprenden los siguientes datos: 

a) Se encuentra a nombre de **********y/o propietario y/o poseedor del predio. 

b) Es respecto del inmueble ubicado en **********, San Luis Potosí, relativo al contrato de folio **********.
c) Señala un adeudo por la cantidad de $810, 698.70 (ochocientos diez mil seiscientos noventa y ocho pesos 70/100 MN), relativo a ochenta meses de adeudo, por concepto de prestación de servicio de agua y/o drenaje y/o tratamiento.
Establecido lo anterior, si la actora negó la existencia de los hechos generadores de la contribución en cuestión, luego entonces, la autoridad demandada tenía la obligación de acreditar los hechos en que se sustentó el acto impugnado, concretamente, los hechos donde se patentizara en forma fehaciente la existencia del contrato de folio **********respecto del inmueble ubicado en **********, San Luis Potosí, celebrado entre el INTERAPAS y la parte demandante; conforme a lo establecido por el artículo 45 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, pues como quedó precisado anteriormente la materia en esta controversia es de naturaleza fiscal, mismo que textualmente señala lo siguiente:

“ARTICULO 45.- Los actos y resoluciones de las autoridades fiscales se presumirán legales. Sin embargo, dichas autoridades deberán probar los hechos que motiven los actos o resoluciones cuando el afectado los niegue lisa y llanamente, a menos, que la negativa implique la afirmación de otro hecho.”

Del precepto legal invocado, se desprende que si la parte actora niega lisa y llanamente el hecho generador del crédito fiscal que impugna, relativo a la inexistencia del contrato de folio **********, arroja la carga de la prueba a la demandada, ya que aun cuando dichos actos deben presumirse legales, la autoridad demandada debe probar la legalidad de su actuación con la existencia de la base o hecho generador del cobro reclamado. 
Al respecto, resultan aplicables por los motivos que informan, los siguientes criterios, con datos de identificación, rubro y texto siguientes:
 “CARGA DE LA PRUEBA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. CORRESPONDE AL ACTOR CUANDO NIEGA LISA Y LLANAMENTE UN HECHO QUE SE LE ATRIBUYE Y LA DEMANDADA EXHIBE LOS DOCUMENTOS QUE DESVIRTÚAN ESA NEGATIVA, CUYO VALOR PROBATORIO NO ES CONTROVERTIDO. El artículo 68 del Código Fiscal de la Federación establece: "Los actos y resoluciones de las autoridades fiscales se presumirán legales. Sin embargo, dichas autoridades deberán probar los hechos que motiven los actos o resoluciones cuando el afectado los niegue lisa y llanamente, a menos que la negativa implique la afirmación de otro hecho.", por lo que cualquier imputación de ilegalidad debe argumentarse eficazmente y probarse por quien la aduzca. En este contexto, cuando en el juicio contencioso administrativo el actor niega lisa y llanamente un hecho, ello en principio arroja la carga de la prueba a la demandada en términos del citado numeral; no obstante, como tal regla no es absoluta, dicha obligación se revierte si la autoridad exhibe los documentos que desvirtúan esa negativa, cuyo valor probatorio no es controvertido, lo que convierte a lo dicho por el particular en una simple manifestación que conlleva, implícitamente, una afirmación, al ser esa documentación un indicio importante de la existencia de los hechos negados. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

“CRÉDITO FISCAL. CUANDO EL ACTOR NIEGA LISA Y LLANAMENTE SU ORIGEN Y NOTIFICACIÓN CORRESPONDE A LA AUTORIDAD DEMANDADA LA CARGA DE LA PRUEBA. Conforme al artículo 68 del Código Fiscal de la Federación, los actos y resoluciones de las autoridades fiscales se presumirán legales; empero, éstas deberán probar los hechos que motiven los actos o resoluciones si el afectado los niega lisa y llanamente, excepto cuando la negativa implique la afirmación de un hecho diverso. De lo anterior, se deduce que la presunción de legalidad a que alude dicho numeral subsiste en principio, por disponerlo así en forma categórica el propio precepto, pero ante la negativa lisa y llana del actor respecto al conocimiento del origen del crédito y su respectiva notificación, la autoridad demandada debe demostrar con toda claridad y precisión su motivo o causa generadora, así como la forma y términos en que se llevó a cabo la notificación respectiva. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO.”

Lo que encuentra apoyo en criterio aislado que se comparte, del rubro y texto siguiente:

“CARGA PROBATORIA EN EL JUICIO DE NULIDAD. NO CONSTITUYE UN REQUISITO SOLEMNE PARA FINCARLA A LA AUTORIDAD DEMANDADA CUANDO EL ACTOR NIEGA LOS HECHOS QUE MOTIVEN LOS ACTOS O RESOLUCIONES DE AQUÉLLA, QUE AL HACERLO UTILICE LA EXPRESIÓN "LISA Y LLANAMENTE". El artículo 68 del Código Fiscal de la Federación establece una presunción de legalidad respecto de los actos y resoluciones de las autoridades fiscales, y señala que si el afectado niega lisa y llanamente los hechos que los motiven, corresponde a aquéllas probarlos, a menos que la negativa implique la afirmación de otro hecho; sin embargo, no constituye un requisito solemne para fincar la carga probatoria a la autoridad en los términos destacados, el relativo a que el actor en el juicio de nulidad, al negar los hechos mencionados, utilice la expresión "lisa y llanamente", ya que tal circunstancia no es exigida por el citado precepto; además, si se atiende al significado de los adverbios de modo "lisamente" y "llanamente", se advierte que basta que la negativa sea categórica, sencilla y clara, sin condiciones, ambigüedades o divagaciones, para que se cumpla la condición requerida; de ahí que la negativa lisa y llana que el invocado precepto legal establece, atendiendo a su redacción y contenido, debe entenderse sólo como la necesidad de que ésta sea clara y no confusa; categórica y no condicionada, y que no implique la afirmación de otro hecho. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL QUINTO CIRCUITO.”

En tal sentido, esta Alzada procede a la valoración de las pruebas que fueron ofrecidas por la autoridad demandada para justificar la procedencia del cobro impugnado, de conformidad con las reglas de la lógica y sana critica de acuerdo a lo previsto por el por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado
, mismas que se hacen consistir en tres documentales, la primera consistente en la copia certificada de su nombramiento con la cual acreditó la personalidad con la que compareció a juicio, y la segunda y tercera que denominó de la siguiente manera:

“2.- DOCUMENTAL SEGUNDA – Copia Certificada de ACTA DE INSPECCIÓN de fecha 01 de marzo del 2019 y oficio de verificación ********** de fecha 21 de febrero del 2019 expedido por el Director de Comercialización del Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS) en el cual se descubrió la existencia 3 descargas en el domicilio ubicado en ********** existiendo únicamente una contratada la correspondiente a **********8, por lo que posteriormente se hizo la contratación respectiva de las demás descargas asignándole como número de contrato ********** Lo anterior con fundamento en los artículos 90, 91, 92 y artículo 74 del Código Procesal Administrativo Para el Estado señala Las documentales emitidas por las autoridades en ejercicio de sus funciones tendrán valor probatorio pleno por lo respecta a su autenticidad o a la veracidad de los hechos a los que se refiera, salvo prueba en contrario.
3.- DOCUMENTAL TERCERA – Detalle de cuentas por cobrar de fecha 28 de octubre del 2022  correspondiente a la cuenta ********** referente al domicilio ubicado en ********** expedido de nuestro sistema comercial AGUASIS, con la presente probanza se acredita la existencia de dicha cuenta con número **********, esta correspondiente al domicilio  materia de la litis dado a que dicho domicilio cuenta con tres descargas, además se acredita que el servicio contratado únicamente es correspondiente a DRENAJE Y TRATAMIENTO O SANEAMIENTO, de conformidad con el artículo 9 y 12 de la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de Aguas Residuales del Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P. para el Ejercicio Fiscal 2022. Lo anterior con fundamento en los artículos 90, 91, 92 y artículo 74 del Código Procesal Administrativo Para el Estado señala Las documentales emitidas por las autoridades en ejercicio de sus funciones tendrán valor probatorio pleno por lo respecta a su autenticidad o a la veracidad de los hechos a los que se refiera, salvo prueba en contrario.”
Corolario a lo anterior, encontramos que la prueba desde el enfoque de su continente tiene el propósito de definir qué autoridad formal tiene el respectivo elemento de juicio para la demostración de hechos en general, ello se logra al conocer qué tipo de prueba está valorándose pues la legislación asigna a los objetos demostrativos un valor probatorio pleno o relativo previa su clasificación en diversas especial. Como lo son documentos públicos, privados, testimoniales, dictámenes periciales, entre otros, deriva de aspectos adjetivos de aquellos, tales como su procedimiento y condiciones de elaboración, su autos y en general lo atinente a su génesis.

En relación al contenido, la valoración se vincula con la capacidad de la correspondiente prueba, como medio para acreditar la realización de hechos particulares, concretamente los afirmados por las partes, en la que buscará establecer cuales hechos quedan demostrados mediante la prueba de que se trate, lo que se conseguirá al examinar el contenido de la misma, reconociéndose así su alcance probatorio.
En ese sentido, cuando un medio de convicción tenga pleno valor probatorio no necesariamente conducirá a concluir que demuestra los hechos afirmados, pues aquél resultará ineficaz en la misma medida en que lo sea su contenido.

Se apoya lo anterior, con la tesis: I. 3o. A. 145 K, del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, de rubro y contenido es el siguiente:

 “VALOR Y ALCANCE PROBATORIOS.  DISTINCION CONCEPTUAL. AUNQUE UN ELEMENTO DE CONVICCION TENGA PLENO VALOR PROBATORIO, NO NECESARIAMENTE TENDRA EL ALCANCE DE ACREDITAR LOS HECHOS QUE A TRAVES SUYO PRETENDA DEMOSTRAR EL INTERESADO. La valoración de los medios de prueba es una actividad que el juzgador puede realizar a partir de cuando menos dos enfoques; uno relacionado con el continente y el otro con el contenido, el primero de los cuales tiene como propósito definir qué autoridad formal tiene el respectivo elemento de juicio para la demostración de hechos en general. Esto se logrará al conocerse qué tipo de prueba está valorándose, pues la ley asigna a los objetos demostrativos un valor probatorio pleno o relativo, previa su clasificación en diversas especies (documentos públicos, privados, testimoniales, dictámenes periciales, etcétera. Código Federal de Procedimientos Civiles, Libro Primero, Título Cuarto), derivada de aspectos adjetivos de aquéllos, tales como su procedimiento y condiciones de elaboración, su autor y en general lo atinente a su génesis.  El segundo de los enfoques en alusión está vinculado con la capacidad de la correspondiente probanza, como medio para acreditar la realización de hechos particulares, concretamente los afirmados por las partes. A través de aquél el juzgador buscará establecer cuáles hechos quedan demostrados mediante la prueba de que se trate, lo que se conseguirá al examinar el contenido de la misma, reconociéndose así su alcance probatorio. De todo lo anterior se deduce que el valor probatorio es un concepto concerniente a la autoridad formal de la probanza que corresponda, para la demostración de hechos en general, derivada de sus características de elaboración; a diferencia del alcance probatorio, que únicamente se relaciona con el contenido del elemento demostrativo correspondiente, a fin de corroborar la realización de los hechos que a tráves suyo han quedado plasmados. Ante la referida distinción conceptual, debe decirse que la circunstancia de que un medio de convicción tenga pleno valor probatorio no necesariamente conducirá a concluir que demuestra los hechos afirmados por su oferente, pues aquél resultará ineficaz en la misma medida en que lo sea su contenido; de ahí que si éste es completamente ilegible, entonces nada demuestra, sin importar a quién sea imputable tal deficiencia o aquélla de que se trate.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

Hecha la anterior acotación, respecto a la documental pública identificada como segunda
 consistente en la copia certificada del acta de inspección de fecha uno de marzo dos mil diecinueve y el oficio de verificación ********** de veintiuno de febrero del dos mil diecinueve expedido por el Director de Comercialización del Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS); se les concede pleno valor probatorio conforme al artículo 72, fracción I, del código Procesal Administrativo del Estrado.

Con las cuales se acredita, que el Director de Comercialización del Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), ordenó a trabajadores de dicho Organismo llevar a cabo una visita de inspección y verificación del predio ubicado en ********** relativo al contrato de folio **********, a nombre de ********** y/o propietario y/o poseedor del predio, misma que se substanció el uno de marzo dos mil diecinueve.
En relación a la prueba identificada como tercera
, consistente en la captura de pantalla de “Detalle de cuentas por cobrar” de fecha veintiocho de octubre del dos mil veintidós, obtiene valor probatorio indiciario de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 72, fracción II, del Código de la materia, para acreditar la descripción de la cuenta **********.
En razón de lo expuesto, queda claro que desde el enfoque de su contenido las mencionadas pruebas son insuficientes para acreditar los extremos consistentes en la existencia del contrato de folio **********respecto del inmueble ubicado en **********, San Luis Potosí, celebrado entre el Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), y la parte actora **********
En soporte a lo anterior, es preciso indicar que en materia procesal, conforme a los artículos 273 y 274 del Código de Procedimientos Civiles del Estado
, de aplicación supletoria a la materia conforme al segundo párrafo del artículo 217 del Código Procesal Administrativo del Estado, tratándose de la carga de la prueba, es principio general de derecho que quien afirma está obligado a probar y, por ello, es que las partes asumirán la carga de la prueba de los hechos constitutivos de sus pretensiones. Así, el actor deberá demostrar los hechos en que funde sus pretensiones y, por su parte, el demandado deberá probar los hechos en que base su oposición a la procedencia de las pretensiones del actor.

No obstante lo anterior, también se ha establecido lo que se denomina la inversión la carga de la prueba, en la cual se reconoce que el que niega solo será obligado a probar: cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho y cuando la negativa fuere elemento constitutivo de la acción. Pues es un principio del derecho que quien niega no está obligado a probar sino el que afirma.
En ese sentido, existe la negativa de la parte demandante de la existencia del contrato de folio ********** respecto del inmueble ubicado en **********, San Luis Potosí, celebrado entre el Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), y su representada ********** **********
Por lo que, una vez llevado a cabo la valoración de los medios de convicción a que se ha hecho referencia, de conformidad con el artículo 72 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, contrario a lo determinado por la Sala de Origen, se concluye que la autoridad demandada no acreditó en juicio la existencia del contrato de folio **********respecto del inmueble ubicado en **********, San Luis Potosí, celebrado entre el Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), y la parte actora **********lo que en términos de los citados artículos 273 y 274 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, de aplicación supletoria, le correspondía la carga de la prueba.

Máxime, que como ya se dijo el actor en su demanda negó la existencia del contrato de folio ********** respecto del inmueble ubicado en **********, San Luis Potosí, celebrado entre el Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), y su representada ********** **********, por lo que, la autoridad demandada atento a la carga probatoria que se ha explicado, tenía la obligación de acreditar dicho extremo, lo cual en el caso no aconteció.

Así las cosas, la determinación del crédito fiscal contenida en en el oficio **********, de trece de octubre de dos mil veintidós, relativo al supuesto contrato **********,**********emitido por el Director de Comercialización del Organismo Operador Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, respecto de la cantidad de $810, 698.70 (ochocientos diez mil seiscientos noventa y ocho pesos 70/100 MN), se califica como ilegal e invalido con base en el artículo 250, fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
; en razón de que, la autoridad demandada no probó los hechos que motivaron la determinación de la contribución contenida en el oficio impugnado, lo que conlleva a determinar su nulidad lisa y llana, en términos del diverso 251
, del propio ordenamiento legal.
El efecto anteriormente precisado tiene como origen los motivos por los que se declaró la nulidad de la resolución impugnada, ya que la ilegalidad detectada fue en virtud de que los hechos que lo motivaron no se realizaron, es decir, la existencia del contrato de folio **********respecto del inmueble ubicado en **********, San Luis Potosí, celebrado entre el Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), y la parte actora **********que generaron la contribución por derechos a cargo de la actora; bajo ese entendido, se advierte que la impugnación y posterior declaración de nulidad obedecen a un estudio de fondo de la controversia y la nulidad debe declararse en forma lisa y llana.
Sirve de apoyo a lo anterior, por los motivos que informan, los siguientes criterios, con datos de identificación, rubro y texto siguientes:
“SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIÓN, CUANDO LA VIOLACIÓN ADUCIDA IMPLICA UN ESTUDIO DE FONDO, LA NULIDAD SERÁ LISA Y LLANA, EN CAMBIO, CUANDO SE TRATA DE VICIOS FORMALES, LA NULIDAD SERÁ PARA EFECTOS. En términos de lo dispuesto por los artículos 238 y 239 del Código Fiscal de la Federación, las sentencias del Tribunal Fiscal de la Federación pueden declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado o para efectos. La nulidad lisa y llana, que se deriva de las fracciones I y IV del artículo 238 invocado, se actualiza cuando existe incompetencia de la autoridad, que puede suscitarse tanto en la resolución impugnada como en el procedimiento del que deriva; y cuando los hechos que motivaron el acto no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien, se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o dejó de aplicar las debidas. En ambos casos, implica, en principio, que la Sala Fiscal realizó el examen de fondo de la controversia. En cambio, las hipótesis previstas en las fracciones II, III y V del precepto legal de que se trata, conllevan a determinar la nulidad para efectos, al establecer vicios formales que contrarían el principio de legalidad, pero mientras que la fracción II se refiere a la omisión de formalidades en la resolución administrativa impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación y motivación en su caso, la fracción III contempla los vicios en el procedimiento del cual derivó dicha resolución, vicios que bien pueden implicar también la omisión de formalidades establecidas en las leyes, violatorias de las garantías de legalidad, pero que se actualizaron en el procedimiento, es decir, en los antecedentes o presupuestos de la resolución impugnada. En el caso de la fracción V, que se refiere a lo que la doctrina reconoce como "desvío de poder", la sentencia tendrá dos pronunciamientos, por una parte implica el reconocimiento de validez del proveído sancionado y por otra supone la anulación del proveído sólo en cuanto a la cuantificación de la multa que fue realizada con abuso de poder, por lo que la autoridad puede imponer un nuevo proveído imponiendo una nueva sanción. Así, de actualizarse los supuestos previstos en las fracciones I y IV del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación, que implica el estudio de fondo del asunto, la nulidad debe declararse en forma lisa y llana, lo que impide cualquier actuación posterior de la autoridad; en cambio, si se trata de los casos contenidos en las fracciones II y III y en su caso V del artículo en comento, que contemplan violaciones de carácter formal, la nulidad debe ser para efectos, la cual no impide que la autoridad pueda ejercer nuevamente sus facultades, subsanando las irregularidades y dentro del término que para el ejercicio de dichas facultades establece la ley. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL OCTAVO CIRCUITO.”

“NULIDAD. LA DECRETADA POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA EN UNA RESOLUCIÓN APOYADA EN HECHOS CUYA EXISTENCIA NO SE ACREDITA, DEBE SER LISA Y LLANA. Si la autoridad tributaria sustenta la existencia de los hechos generadores de un crédito en determinados documentos y la Sala determina que dichos documentos no son idóneos para acreditar tal extremo, lo que equivale a que los hechos que motivaron la emisión del crédito fiscal no se realizaron, en esos casos se actualiza la causal de nulidad prevista en la fracción IV del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación (que establece, entre otros supuestos, que la resolución administrativa es ilegal cuando los hechos que la motivaron no se realizaron), por lo que de conformidad con el artículo 239, fracción II, del ordenamiento legal aludido, debe decretarse la nulidad "lisa y llana" de la resolución impugnada. SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

En virtud de las conclusiones alcanzadas, y toda vez que ya se declaró la nulidad total del acto impugnado en el presente juicio; resulta innecesario analizar los restantes argumentos que hace valer la parte recurrente en su escrito de apelación, sin que ello sea violatorio de los principios de exhaustividad y congruencia, toda vez que su estudio no irrogaría un mayor beneficio a la demandante que el obtenido en los términos de este fallo. 

Cobra aplicación al respecto el siguiente criterio de jurisprudencia, aplicado por analogía, cuyo texto señala lo siguiente:
“AGRAVIOS EN LA REVISIÓN FISCAL. CUÁNDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si del análisis de uno de los agravios se advierte que éste es fundado y suficiente para revocar la sentencia dictada por la Sala a quo, es innecesario que en la ejecutoria correspondiente se analicen los restantes agravios que se hicieron valer en el escrito de revisión, pues ello a nada práctico conduciría si de cualquier manera el fallo recurrido ha de quedar insubsistente en virtud del agravio que resultó fundado. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO.”

Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita al licenciado ********** para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 155, 156, 248, 249, 250 fracción IV y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se:
RESUELVE
PRIMERO. Se REVOCA la sentencia emitida por la Segunda Sala Unitaria el doce de marzo de dos mil veinticuatro, en el juicio contencioso administrativo **********, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el último considerando de esta resolución.

SEGUNDO. Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en el oficio **********, de trece de octubre de dos mil veintidós, relativo al supuesto contrato **********,**********emitido por el Director de Comercialización del Organismo Operador Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez; y, por consecuencia, la NULIDAD LISA Y LLANA del mismo, de acuerdo a los razonamientos precisados en el último considerando de esta sentencia. 
Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal a la parte actora; y por oficio**********a la autoridad demandada; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad remítanse los autos a la Sala de su origen y archívese el toca como asunto concluido.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la licenciada Teresa de Jesús Molina Aguiñaga, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I, en relación con el 20 fracción X, del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe. Rúbricas.
“En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
�Foja 157 de los autos del Juicio de Origen.





�“Artículo 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”





�Foja 10-12 del Toca.





� Foja 21 y 22 del Toca.





� “Artículo 154.


[…]


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


�“Artículo 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.





“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.” 





�“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”


�Registro digital: 2019949 Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Civil Tesis: VI.2o.C. J/206 Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 66, Mayo de 2019, Tomo III, página 2308 Tipo: Jurisprudencia; “LEGITIMACIÓN, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La legitimación de las partes constituye un presupuesto procesal que puede estudiarse de oficio en cualquier fase del juicio, pues para que se pueda pronunciar sentencia en favor del actor, debe existir legitimación ad causam sobre el derecho sustancial, es decir, que se tenga la titularidad del derecho controvertido, a fin de que exista una verdadera relación procesal entre los interesados. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.”


Registro digital: 240057 Instancia: Tercera Sala Séptima Época Materias(s): Común Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 205-216, Cuarta Parte, página 203 Tipo: Jurisprudencia: “LEGITIMACION, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La falta de legitimación de alguna de las partes contendientes constituye un elemento o condición de la acción que, como tal, debe ser examinada aun de oficio por el juzgador.”





� Fojas 84-86 del juicio de origen.


� Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.


� ARTÍCULO 15. Son días hábiles para la promoción, substanciación, y resolución de los procedimientos administrativos y juicios previstos en este Código: todos los días del año; excepto, sábados y domingos; los señalados en el artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo; los días de descanso obligatorio; así como aquellos en los que la dependencia o entidad o el Tribunal, según sea el caso, decrete sus periodos vacacionales o suspenda sus labores, lo que harán del conocimiento público mediante acuerdo del titular de la dependencia o entidad respectiva, que se publicará en estrados, en las páginas electrónicas respectivas y en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, o en la gaceta municipal que corresponda. En este último caso, la existencia de personal de guardia encargado del trámite de lo urgente no habilitará los días.


� “SEGUNDO. Los procedimientos previstos en el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se encuentren pendientes de resolución ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, a la entrada en vigor del presente Decreto, se substanciarán y resolverán conforme a las disposiciones vigentes al momento de su inicio.”


� https://www.inegi.org.mx/temas/uma/.


�Fojas 2-83 del expediente de origen.


�Fojas 84-86 del expediente de origen.





�Foja 111 y 112 del expediente de origen. 





� Foja 127-129 del expediente de origen.





� Fojas 137-148 del expediente de origen.





� “ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. (…)


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. (…)”





� “ARTICULO 56. Los servicios por los cuales los municipios podrán establecer tarifas para el cobro de derechos, son: agua potable; aseo público; panteones; rastro; planeación; tránsito y seguridad; registro civil; salubridad; estacionamientos; reparación, conservación y mantenimiento de pavimentos; publicidad y anuncios; monitoreo vehicular; nomenclatura urbana; licencias para ventas de bebidas alcohólicas de baja graduación; expedición de copias, certificaciones y constancias diversas; servicios catastrales; supervisión de alumbrado público; y ocupación de la vía pública. Asimismo, cualquier otro servicio que lleve a cabo el municipio y por el cual no esté expresamente prohibido su cobro.





ARTICULO 57. El servicio de agua potable consiste en la extracción, tratamiento, conducción, suministro, uso o explotación de agua potable, conexión a la red, así como los servicios de drenaje, alcantarillado y saneamiento que proporcionen los municipios o los organismos.


Las tarifas correspondientes a estos derechos serán determinadas por la Legislatura Estatal, a propuesta de los ayuntamientos en sus leyes de ingresos en aquellos casos en que el servicio sea prestado por los municipios, o por las juntas de gobierno para el caso de organismos.


Los ayuntamientos y los organismos operadores de agua establecerán anualmente estímulos fiscales en beneficio de las personas con discapacidad y personas adultas mayores, de los que disfrutarán, según corresponda, y hasta por el cincuenta por ciento de los derechos causados.


Para el acceso a los estímulos fiscales señalados en el párrafo anterior, los contribuyentes deberán acreditar su condición de acuerdo al mecanismo que establezca el ayuntamiento u organismo respectivo.”





� "ARTICULO 7°.- Para efectos de las disposiciones fiscales estatales se entiende por:


I. Contribuciones: los impuestos, los derechos y las contribuciones de mejoras. Se causan cuando se realiza el hecho o acto jurídico previsto en la ley respectiva, naciendo así la obligación fiscal, y para tal efecto se entenderá por: …


b). Derechos: las contribuciones establecidas en la ley, por el uso o aprovechamiento de bienes del dominio público del Estado o municipios, así como por los servicios que prestan éstos, en sus funciones de derecho público, y …”





� “ARTICULO 136. Están obligados a contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y el de tratamiento de aguas residuales, en su caso, en los lugares en que existan dichos servicios, y cumpliendo con los requisitos que al efecto establezcan los prestadores:


I. Los propietarios o poseedores por cualquier título de predios edificados;


II. Los propietarios o poseedores por cualquier título, de predios no edificados, cuando frente a los mismos existan instalaciones adecuadas para los servicios que sean utilizados, y


III. Los propietarios o poseedores de giros mercantiles, industriales o de cualquier otra actividad, que por su naturaleza estén obligados al uso de los servicios de agua potable, alcantarillado y tratamiento.”


�“ARTICULO 143. Es obligación del prestador de servicios públicos, la instalación de aparatos de micromedición; además, de dispositivos o mecanismos expulsores de aire de las tuberías de conducción de agua, para verificar la medición exacta del consumo de agua del servicio público para todos los usuarios.


Para realizar lo establecido en el párrafo anterior, las tomas deberán estar individualizadas para  cada usuario, e instalarse en la entrada de los predios, establecimientos, viviendas, y en cada departamento; así como los medidores en lugares accesibles, junto a dicha entrada, con libre acceso al personal del prestador de los servicios públicos, en forma tal que se puedan llevar a cabo sin dificultad las lecturas de consumo, las pruebas de funcionamiento de los aparatos y, cuando sea necesario, el cambio de los medidores.”


� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 160944 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Administrativa Tesis: I.4o.A.800 A (9a.) Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro I, Octubre de 2011, Tomo 3, página 1611 Tipo: Aislada.





� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 175350 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Novena Época Materias(s): Administrativa Tesis: IV.1o.A.32 A Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIII, Abril de 2006, página 987 Tipo: Aislada.





� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 170117 Tribunales Colegiados de Circuito Novena Época Materias(s): Administrativa Tesis: V.2o.P.A.12 A Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVII, Marzo de 2008, página 1741 Tipo: Aislada.





� “ARTÍCULO 72. Las pruebas serán valoradas atendiendo a las reglas de la lógica, la sana crítica y la experiencia, y de acuerdo con las siguientes reglas:


I. Harán prueba plena la confesión expresa de las partes y los actos contenidos en documentos públicos, si en éstos últimos se con tienen declaraciones de ver d ad o manifestaciones de hechos de particulares; los documentos sólo probarán plenamente que ante la autoridad que los expidió se hicieron tales declaraciones o manifestaciones, pero no acreditarán la verdad de lo declarado o manifestado, y


II. El valor de la pericial y testimonial, así como el de las demás pruebas, quedará a la prudente y razonada apreciación de la autoridad que conozca del asunto, según corresponda.”





� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 210315 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Octava Época Materias(s): Común Tesis: I. 3o. A. 145 K  Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo XIV, Octubre de 1994, página 385 Tipo: Aislada.


� Fojas 103-108 del expediente de origen. 


� Foja 110 del expediente de origen.


� “ART. 273.- El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo los de sus excepciones.





ART. 274.- El que niega sólo estará obligado a probar:


I.- Cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho;


II.- Cuando se desconozca la presunción legal que tenga en su favor el colitigante;


III.- Cuando se desconozca la capacidad;


IV.- Cuando la negativa fuere elemento constitutivo de la acción.”


� “ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:


…


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y…”





�“ARTÍCULO 251. Las sentencias definitivas deberán reconocer total o parcialmente la legalidad y validez de la resolución o acto impugnado; declarar total o parcialmente la nulidad de los mismos y de las consecuencias que de éstos se deriven, o decretar la nulidad del acto o resolución modificándolos para determinado efecto, debiendo precisar con claridad la forma y términos en que la autoridad debe cumplir, salvo cuando se trate de facultades discrecionales. …”





� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 194664 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Novena Época Materias(s): Administrativa Tesis: VIII.2o. J/24 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo IX, Febrero de 1999, página 455 Tipo: Jurisprudencia.





� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 187477 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Novena Época Materias(s): Administrativa Tesis: I.7o.A.169 A Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XV, Marzo de 2002, página 1387 Tipo: Aislada.





� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 176398 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Novena Época Materias(s): Administrativa Tesis: VI.2o.A. J/9 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIII, Enero de 2006, página 2147 Tipo: Jurisprudencia.





�“Artículo 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”





Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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